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SEÑOR PRESIDENTE (Fernando Amado).- Habiendo número, está abierta la 
reunión. 

La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a los doctores Carlos 
Delpiazzo y Alberto Baroffio, asesores legales de Riogás S.A., para brindarnos su visión 
sobre los hechos denunciados en este ámbito por parte de una delegación de 
trabajadores de dicha empresa. 

SEÑOR BAROFFIO (Alberto).- Tomamos conocimiento de la versión taquigráfica 
de la sesión realizada el 17 de octubre de 2018 y queremos hacer algunos comentarios, y 
brindar información y documentación asociada a las situaciones allí mencionadas. 

En primer término, voy a hacer una breve reseña de aspectos de mantenimiento que 
se realizan en la planta de envasado y, luego, entraremos en los eventos que se han 
mencionado en la sesión referida. 

Riogás es una empresa que cumple con todas las normas de seguridad e higiene 
previstas en la normativa e incluso ha adoptado medidas adicionales. Es una empresa 
que se preocupa por estos temas y realiza constantes acciones. Tiene un equipo de 
trabajo destinado específicamente a estos temas, en los que se ha invertido bastante. 

Los lamentables eventos que se produjeron el 21 de julio y el 6 de octubre de 2018 
fueron imprevisibles para la empresa y se originaron por causas que no fue posible evitar. 
No existió negligencia, sino que fueron situaciones imprevisibles que no fueron 
detectadas, a pesar de los mantenimientos preventivos, predictivos y correctivos que se 
hacen en la planta de envasado. Como veremos, las consecuencias, que fueron muy 
menores en ambos eventos, no fueron producto de la suerte sino, precisamente, del 
cumplimiento de todas esas medidas, que ahora voy a referir muy brevemente. 

Sin perjuicio de eso, señalamos que el carrusel de la planta de envasado que opera 
Riogás es el más antiguo del mercado y ya tiene 18 años. De todas formas, Riogás lo ha 
mantenido en las mejores condiciones. Muy brevemente, quiero hacer referencia a la 
conclusión de un informe técnico que se realizó el 24 de noviembre pasado, por parte de 
una empresa independiente y especializada, Makeen Energy Siraga, el cual fue solicitado 
y recibido por Gasur Uruguay, que es una sociedad anónima que tiene por accionistas a 
ANCAP en un 40%, Riogás en un 30% y Acodike en un 30%. La conclusión es que todos 
los equipos de la planta Riogás están en óptimas condiciones de mantenimiento. 

De todas formas, considerando la antigúedad del carrusel y de otras máquinas de 
las instalaciones, la empresa entiende que ANCAP debe realizar importantes inversiones 
en la planta de envasado, que es arrendada por Gasur y opera Riogás. Esto implica, 
entre otras cosas, un nuevo carrusel. 

Estos proyectos han sido presentados por Riogás a Gasur y hasta el momento no se 
ha tenido una respuesta del ente. 

Brevemente, referiré a las condiciones de seguridad y salud con que la empresa 
cuenta. No solo se cumple con toda la normativa, sino que, incluso, hay medidas como, 
por ejemplo, contar con técnico prevencionista, a pesar de que en este sector de 
actividad no es obligatorio; cuenta con tres ingenieros gasistas especializados en GLP; 
tiene consultoría externa de médico ocupacional, una brigada de emergencia, una red 
contra incendios con bomba automática y otras que con gusto podemos compartir con 
ustedes si tienen interés. 

Adicionalmente, la empresa recibe en forma habitual inspecciones del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, a través de la Inspección General del Trabajo, y no ha habido 
observaciones materiales, sino que siempre han sido menores. También recibe visitas de 
URSEA, que verifica el cumplimiento de los estándares y las condiciones en las que 
opera la planta de envasado. Además, Riogás rinde mensualmente a Gasur su plan de 
mantenimiento, con todas las tareas y operaciones que se desarrollan. 
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Todo lo anterior demuestra que la empresa cumple con todas las disposiciones de la 
normativa e, incluso -insisto-, las excede, y voy a dar algunos ejemplos. La empresa 
invierte en seguridad, salud e higiene un promedio de US$ 278.000 al año. Este monto 
refiere a capacitaciones al personal, adquisición de equipos de protección, medidas de 
seguridad colectivas, de materiales y equipamiento de seguridad y prevención. 

A pesar de todas esas medidas, los eventos no fueron previsibles, no se pudieron 
evitar. De todas formas, la ocurrencia de esos dos incidentes ha determinado que Riogás 
redoble sus esfuerzos, tomando las acciones de mejora pertinentes que se adoptan con 
la validación y aceptación del Ministerio de Trabajo y de la URSEA. 

En Riogás se hacen tres tipos de mantenimiento: predictivo, preventivo y correctivo. 
Se cuenta con un equipo que cubre, de lunes a sábados, los tres turnos, con tres 
personas cada uno, y a eso se suman un encargado de mantenimiento y un jefe de 
ingeniería y de mantenimiento. Adicionalmente, se hacen trabajos los días domingos y 
festivos en forma habitual; no es excepcional que se realicen. 

En recursos humanos destinados exclusivamente al mantenimiento de la planta, 
Riogás invierte una suma anual de US$ 1.037.000. 

Asimismo, en insumos y servicios para ejecutar el plan de mantenimiento, Riogás 
invierte la suma de US$ 302.000 por año. 

Además, el proveedor Siraga, ha destacado en varias oportunidades el buen 
mantenimiento que tienen el carrusel y los demás equipos. 

Respecto al mantenimiento preventivo, que consiste en ejecutar operaciones y 
tareas programadas con la finalidad de anticiparse a cualquier tipo de desgaste, a fin de 
mitigar eventuales consecuencias, se realiza en forma permanente. Hay algunas 
actividades que se realizan en forma mensual y otras en forma diaria. Estas tareas no 
solo son realizadas por el equipo de mantenimiento que se aboca específicamente a eso, 
sino también por los encargados de la planta de envasado. Se completan los formularios 
de control del buen estado y de las condiciones en que se está operando. Además de 
eso, se hace un mantenimiento predictivo. Son estudios que se realizan para detectar 
posibles fallas que pueda haber. Se realizan con personal propio y, en otras situaciones, 
en función de la especialidad que requiera el estudio, se contratan empresas 
especialistas específicamente para ese tipo de tareas. 

El mantenimiento correctivo se hace luego de que sucede algún incidente o si los 
resultados de los mantenimientos preventivos y predictivo determinan que se realice. Si 
las inspecciones determinan que hay algo para corregir, se hace, no tiene por qué haber 
un incidente. La inmediatez con la cual se ejecutan depende del análisis que realizan los 
técnicos de la empresa y, en función de eso, se determina, se incluye en el plan. Pueden 
hacerse en forma inmediata si es necesario y, si no, se incluyen en el programa de 
gestión de mantenimiento y se ejecutan en el plazo previsto. 

Con respecto al evento del 21 de julio de 2018, la posición de la empresa es que, a 
la hora 5 y 58, un envase ingresó en una posición incorrecta en el puesto N* 30 del 
carrusel Siraga, y siendo las 5 horas, 58 minutos y 6 segundos el cabezal de llenado del 
puesto comenzó la descarga de gas al ambiente debido al incorrecto posicionamiento del 
envase. La descarga libre de gas duró 8 segundos y al ser detectada por el supervisor de 
tumo, en forma inmediata, presionó el botón de emergencia, como corresponde que se 
aplique. Hasta ese momento fue una fuga de gas de las que, si bien no corresponde que 
ocurran, pueden ocurrir en cualquier tipo de planta de envasado de gas. De acuerdo con 
el procedimiento -como dije-, se presionó el interruptor y se cortó. Esta fuga de gas no 
debió haberse producido -como dije-, porque hay un presostato que cuando no encuentra 
la presión correcta en el momento del envasado, detiene la descarga de gas. Eso fue lo 
que falló. 
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Como dije, se presionó el botón de emergencia y se detuvo la fuga de gas. Esa 
nube de gas dispersa en la zona del puesto entró en combustión al contacto con una 
fuente de ignición accidental proveniente de la parte trasera del puesto contiguo. Esa 
fuente de ignición se produjo por un accidente que se originó en un borne de descarga a 
tierra que se soltó, tomando contacto con un caño metálico en la parte interna del 
carrusel. Ese borne se soltó, generó una mínima chispa por una fuga a tierra y esa fuga a 
tierra se produjo por la fatiga mecánica en la parte de aislación de un cable que alimenta 
el carrusel. En definitiva, se dieron una serie de hechos accidentales que provocaron el 
incidente. 

Sin embargo, nos parece importante destacar que la única persona que tuvo una 
lesión fue el supervisor que presionó el botón, quien tuvo una lesión menor en su rostro. 
En forma inmediata, se le dio asistencia médica, fue al Banco de Seguros y, sobre el 
mediodía, ya fue enviado a su domicilio; no tuvo consecuencias personales. Todos los 
extintores que se encontraban dentro de la planta funcionaron de forma correcta para 
eliminar los vestigios de fuego que pudiera haber. Se activó la alarma correctamente. No 
se tuvo que activar la bomba de incendio. El plan de evacuación también se ejecutó de 
forma correcta. Las personas se concentraron en el punto de reunión que correspondía y 
se dejaron de realizar actividades. 

Es decir, el cumplimiento de todas esas medidas de seguridad determinó que, a 
pesar de que se produjeron esas fallas, no se generaron consecuencias para los 
empleados. Tampoco se expuso a ningún empleado a un riesgo o peligro concreto. 
Igualmente -insistimos-, luego de ese evento se adoptaron acciones de mejora continua. 

Luego de eso, vino el evento del 6 de octubre de 2018. Ocurrió una ruptura 
repentina y abrupta de elemento sellante giratorio entre el carrusel y la cañería de 
suministro de GLP al carrusel Siraga. En este caso, se trató solamente de una fuga de 
gas, sin ningún tipo de consecuencias para los trabajadores. No hubo combustión, 
personas lesionadas ni personas expuestas a un riesgo o peligro concreto. La fuga de 
gas se produjo por una rotura, que consistió en que se desacoplara la parte superior del 
sello rotativo, la cual es fija, de la parte inferior del mismo, que es rotativa. Esto fue 
inesperado. Este componente no había evidenciado hasta ese momento ninguna 
anomalía ni detección de pérdidas durante las inspecciones periódicas que se realizan 
-algunas mensualmente, otras a diario- por parte del personal de mantenimiento. Si esa 
pieza no hubiese estado en condiciones, mediante las inspecciones se mensuales se 
habrían detectado fugas, lo que no había ocurrido. 

De acuerdo a los estudios que se realizaron, se asume por parte de Riogás que la 
falla del sello rotativo se debió a la rotura del rodamiento N? 1, cuya jaula se desprendió. 
Los restos de la jaula generaron interferencia dentro del propio rodamiento, produciendo 
que el mismo se viera impedido de girar libremente. Este impedimento originó que el 
seguro Seeger, el cual soporta el rodamiento en el sentido longitudinal del sello, sufriera 
un esfuerzo tal que produjo su descalce, venciendo la resistencia mecánica de la pieza 
que lo soporta. 

Una vez producido este descalce, se produjo la apertura del sello rotativo, 
desacoplándose en forma repentina y abrupta la parte fija de la móvil. El esfuerzo 
longitudinal que estaban realizando las lingas que soportaban el caño también pudo 
haber sido determinante para que las partes del sello se desacoplaran en la forma en que 
sucedió. 

Por lo anterior, se concluye que las causas del desacoplamiento de las partes 
componentes del sello giratorio fueron la rotura de la jaula del rodamiento N*1 y el 
esfuerzo longitudinal al que estaba sometido el sello, generado por la excesiva tensión de 
las lingas que soportaban horizontalmente la cañería. 
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Cabe destacar que al tratarse de un elemento cuya velocidad de rotación es muy 
baja, tampoco fue detectable una anomalía en las mencionadas inspecciones. Tiene una 
rotación de 0,9 RPM. 

En resumen, se trató de una falla que no era esperada. Cabe destacar que Riogás 
ya había adquirido y tenía dentro de la planta un nuevo sello rotativo para ser colocado. 
Incluso, el cambio de sello rotativo ya se encontraba dentro del plan de mantenimiento 
previsto por la empresa. El incidente se produjo algunas semanas antes que se realizara 
ese cambio, que -insisto- ya estaba previsto. 

Como dije, hubo una fuga de gas en este incidente, pero no hubo ninguna persona 
lesionada ni expuesta a ningún tipo de riesgo. No hubo combustión, se activó el botón de 
emergencia y todos los trabajadores procedieron conforme al plan de evacuación que 
correspondía, etcétera. 

En definitiva, a modo de conclusión -como dije inicialmente-, Riogás cumple todas 
las normas de seguridad, no hubo personas, en ninguno de los incidentes, que fueran 
expuestas a riesgos concretos. Se han continuado realizando acciones de mejora. Los 
incidentes no tuvieron ningún tipo de consecuencias para los empleados, no por la suerte, 
como se dijo en la Comisión el 17 de octubre, sino que fue producto de que había 
medidas de seguridad y de prevención que fueron aplicadas correctamente. 

En las dos oportunidades, los elementos de seguridad, como las válvulas de corte, 
el botón de emergencia, el plan de evacuación, funcionaron perfectamente. Sin perjuicio 
de todas las tareas de mantenimiento y de los incidentes, la empresa entiende que esto 
demuestra que existe necesidad de que ANCAP realice las inversiones en la planta de 
envasado, entre las que se destaca la instalación de un nuevo carrusel y tecnología para 
sustituir el actual que tiene dieciocho años. 

Esta misma conclusión fue incluida en el informe de Makeen Energy Siraga, 
empresa independiente y técnica, que señala que el carrusel, que tiene un tiempo de 
instalación de más o menos dieciocho años, con muchas piezas con un período de 
validez saturado, es necesario reemplazarlo. En forma previa a estos informes se 
presentó la solicitud para que ANCAP realice las inversiones a través de Gasur. 

SEÑOR DELPIAZZO (Carlos).- Agradezco esta instancia a la Comisión, por 
habernos recibido conjuntamente con el doctor Baroffio, quien ha hecho una precisa 
descripción de los eventos. 

Quisiera agregar -porque quizá no esté en el conocimiento de los señores 
legisladores- que las dos plantas envasadoras son propiedad de ANCAP. Además, por su 
ley orgánica, ANCAP es el monopolista en la importación y, dependiendo del tipo de gas, 
de la producción. Por lo tanto, ANCAP ha sido la rectora de la política sectorial en esta 
materia y en ella ha habido, a lo largo del tiempo, algunas variantes que son interesantes. 

ANCAP inicia la explotación del GLP, o lo que llamamos en la práctica habitual el 
supergás, en 1958, y lo hace a través de un procedimiento competitivo en el cual le 
adjudica la explotación de su planta a la empresa Acodike. Desde esa época hasta la 
década del setenta Acodike fue la única empresa que trabajó en la planta en la que hoy 
sigue desempeñándose; hay dos plantas contiguas. En esa década ANCAP promueve un 
procedimiento licitatorio para ampliar y generar competencia en materia de distribución de 
supergás. Como resultado de esa nueva licitación adjudica a Acodike la planta que ya 
estaba explotando y a Riogás la contigua. Eso fue así hasta la década del dos mil. 

El presidente de ANCAP de la época, don Jorge Sanguinetti, entendió que ANCAP 
debía recuperar el desenvolvimiento de esa actividad de envasado y, al vencer los 
contratos que tenía Acodike y Riogás, resolvió no renovarlos. Se generó una situación de 
precariedad en la cual las empresas siguieron trabajando para mantener la continuidad 
de los servicios correspondientes, pero durante casi dos años lo hicieron en una situación 
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de inestabilidad absoluta, en la cual ni invertían ni podían proyectar porque no tenían 
contratos vigentes, y ANCAP no establecía nuevas reglas de juego. 

Finalmente, ANCAP resuelve asumir ese rol protagónico que le correspondía como 
propietario de las plantas y como monopolista en la importación del gas, y crea una 
empresa, una sociedad anónima, Gasur, como accionista mayoritario y -entre comillas- 
"convida" a Acodike y Riogás a participar. Así ocurre. En realidad, no quedaba otra 
alternativa para las empresas. ANCAP resuelve que Gasur sea la envasadora. 

Gasur nacía en ese momento, por lo tanto no tenía experiencia, estructura ni 
absolutamente nada. Entonces, celebra dos contratos: uno con Acodike y otro con Riogás 
para la operación y mantenimiento de las plantas. Allí se genera todo un entramado 
contractual, que es el que está vigente, que regula las relaciones entre ANCAP y Gasur, 
entre Gasur, Acodike y Riogás para el envasado, y entre Gasur, Acodike, Riogás y 
DUCSA -distribuidora de ANCAP- para la distribución. Se genera una suerte de telaraña 
contractual, que es el marco regulatorio que hoy existe. 

¿Por qué hago este comentario? Ustedes pueden pensar que es una pesada 
digresión. En esos contratos, en particular, de operación y mantenimiento de las plantas, 
celebrado entre Gasur y Riogás por un lado, y entre Gasur y Acodike por otro, se 
establece expresamente que no queda comprendido dentro del objeto de este contrato la 
realización de inversiones en la planta. ¿Por qué? Porque ANCAP como propietaria se 
reservó ese derecho. Es más: en esa misma cláusula -que no quiero leer porque es 
extensa- se establece que no se incluye en la definición de mantenimiento el recambio de 
máquinas o bienes requeridos para la finalización de la vida útil de los mismos. Esto es 
muy importante, porque el carrusel de la planta de envasado de Acodike fue sustituido 
hace pocos años. Es un carrusel relativamente nuevo y en buenas condiciones de uso. 
En cambio, el carrusel de la planta de envasado de Riogás tiene ya dieciocho años-, se 
entiende que está próximo al fin de su vida útil y, por lo tanto, las labores de 
mantenimiento y de todo tipo de cuidado preventivo, correctivo, etcétera, pueden no ser 
suficientes en atención a la vetustez del carrusel. Esto se le ha manifestado muchas 
veces a Gasur y a ANCAP, en función de las disposiciones contractuales establecidas por 
la propia ANCAP. Todo este entramado contractual fue prediseñado por quien en 
definitiva tiene el poder para hacerlo -no lo digo en sentido peyorativo-, ya que es el 
dueño de las plantas y el monopolista del gas por disposición legal. Fue la que estableció 
el contenido fundamental de esos contratos, y la capacidad o posibilidad de negociación 
de las empresas fue muy limitada. 

Por lo tanto, cuando hay que realizar inversiones de importancia, las empresas que 
hoy efectúan la operación y mantenimiento, se tienen que dirigir a Gasur, y esta a 
ANCAP, que en definitiva es la responsable de realizar esas inversiones, muchas de las 
cuales -en honor a la verdad- las ha hecho, pero en este caso no, a pesar de los distintos 
planteamientos que se han efectuado. Esto es importante señalarlo porque todos los 
cuidados que tanto Riogás como Acodike puedan realizar en términos de mantenimiento 
y de buen cuidado de plantas en las que operan como envasadoras, lo son por cuenta y 
orden del propietario, que es ANCAP. Por lo tanto, ANCAP es la responsable última del 
estado de esas, sus plantas. 

Me parece que esta es una aclaración importante, no solo en términos de lo que 
podría interpretarse como una suerte de minimización de la responsabilidad de Riogás 
-dado que ambos somos sus asesores-, sino para mostrarle a la Comisión cuál es el 
verdadero cuadro de distribución jurídica de las responsabilidades entre los sujetos 
intervinientes, que son tres: ANCAP, Gasur y las plantas envasadoras. 

SEÑOR PLACERES (Daniel).- Agradezco a la delegación por venir y aclarar temas 
que conciernen a la dinámica de una empresa, en este caso Riogás. 
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Yo tengo conocimiento de lo que sucede con el GLP, porque vengo trabajando con 
los trabajadores de Megal, con Riogás, Acodike. Este no es un tema nuevo; hace años 
que se viene tratando en Comisión, ya sea por situaciones conflictivas o por 
mantenimiento de la planta. Lo que trae a colación el representante de la empresa está 
muy bueno para que la Comisión empiece a entender el entramado en el que estamos. 
Hay un bien del Estado arrendado a dos empresas privadas que hacen usufructo de él 
pero no se les permite invertir sino solamente hacer mantenimiento. No es un dato menor, 
ya que sirve para entender la situación. Yo no sabía lo que había ocurrido en la década 
del dos mil. El representante de la empresa repasaba la visión que tuvo el presidente de 
ANCAP del momento, Jorge Sanguinetti, en esa década, cuando entendió que el ente 
tenía que tomar partido y, por lo tanto, cortaba la parte comodataria. Después en 2002 se 
intenta avanzar y se conforma una empresa. De ese entramado nace Gasur, con un 40% 
del paquete accionario de ANCAP, un 30% de Riogás y un 30% de Acodike. O sea que 
tenemos dos unidades empresariales que a mi entender tienen necesidad de inversión 
para mantenerse competitivas en el mercado, pero están topeadas por decisiones que no 
le competen, tal como lo establece el contrato. 

Más allá de la denuncia concreta que se hizo en Comisión, habría que invitar a 
ANCAP para que nos explicara el tema de Gasur, si tiene previsto ampliar o modificar el 
contrato. No sé si ANCAP piensa invertir ni si Gasur, que tiene acciones compartidas con 
las empresas, puede hacerlo. De acuerdo al contrato parece que no lo puede hacer; 
debería haber un acuerdo. Sería bueno saberlo, porque no solo está en juego la vida de 
las empresas -ANCAP, Gasur, Riogás y Acodike-, sino también la fuente laboral de 
mucha gente. 

Por lo tanto, si las empresas adjudicatarias no tienen posibilidad de grandes 
inversiones, solamente de mantenimiento, tendríamos que ver si ANCAP piensa hacer 
algo que le permita a estas invertir. Como legislador me pregunto por qué a una empresa 
no se le permite hacer una inversión. 

Con respecto a los accidentes, en ese caso intervino la Inspección General del 
Trabajo y la Seguridad Social y la URSEA, por lo que creo que habría que pedirles los 
informes respectivos. Eso ayudaría a entender cómo se dieron las cosas. Accidentes 
laborales siempre va a haber, pero habría que ver en qué marco se dan. La delegación 
solo se refirió a la instancia del 6 de octubre; dijo que hubo un hecho anterior pero no dio 
fechas. 

Por otra parte, me gustaría invitar a ANCAP para que nos explique el alcance del 
contrato y en qué situación está hoy, qué vigencia tiene. 

SEÑOR COITIÑO (Carlos).- Agradezco la información que han brindado. 

Un primer comentario que quiero hacer es el siguiente. Para quienes integramos la 
Comisión la información está llena de aspectos técnicos y, honestamente, hoy no 
estamos en condición de dar una opinión. De todos modos, el eje de la convocatoria es 
un tema opinable que los trabajadores ven de una manera y ustedes -en su legítimo 
derecho- de otra. Más allá de si hay prevención o no, los trabajadores están discutiendo 
la calidad de esta. Es una opinión de la organización de los trabajadores; ustedes tienen 
otra. 

En ese sentido, sí está claro que la actividad es de alto riesgo. Entonces, la 
prevención es el eje de la vida de muchas personas que trabajan de manera directa e 
indirecta. Evidentemente, la Comisión tendrá que dedicar algún esfuerzo de evaluación, 
porque nuestra tarea es encontrar un punto de avance entre dos miradas, siempre 
pensando que la seguridad en el trabajo es un tema vital. 

El segundo comentario tiene que ver con la parte que tomó el doctor Delpiazzo, que 
nos genera reflexiones de todo tipo y hace a una realidad que, naturalmente, manejan, 
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pero nosotros no la conocemos. En ningún momento hemos visto los contratos y 
estaríamos payando en cuanto a quién tiene la responsabilidad. Desde ese punto de vista 
vamos a acompañar la necesidad de la concurrencia del Directorio de ANCAP, porque es 
el camino más directo. Comparto el informe que ya se dio, pero se trata de una mirada 
episódica y acá está planteada una perspectiva mucho más estratégica, y si nosotros 
podemos ayudar, estamos obligados a hacerlo. 

Desde hace poco tiempo está saliendo a la luz pública el tema de los contratos y 
hay una discusión en torno a que solo se puede tener opinión a partir de la objetividad del 
contenido de los contratos. En ese sentido, nos parece una guía, no porque nuestra 
posición sea que Riogás es responsable, pero si eso no se establece, vamos a estar en 
una nube porque, en definitiva, existe el factor azar en el hecho de si hay un accidente o 
no. En materia de relaciones de trabajo, nadie puede prever lo imprevisible, pero como 
señala el señor diputado Placeres, en esta Comisión se han planteado reiteradas veces 
-al menos en los últimos diez años- situaciones con miradas absolutamente distintas. De 
repente, muchas veces, al no conocer las obligaciones de cada uno, nos dirigimos a 
actores equivocados en materia de responsabilidad. Eso es lo que más nos preocupa. 
¿Para qué? ¿Para penar a alguien? No; para tratar de resolver entre todos un riesgo que 
efectivamente existe; nadie puede decir que no hay riesgo en esta actividad. 

SEÑOR AMARILLA (Gerardo).- Antes que nada, agradezco la presencia de los 
representantes de la empresa, la información que han presentado y el análisis de la 
situación. 

Queremos hacer preguntas, sobre todo, con respecto a la responsabilidad de 
ANCAP en este tema. ¿Cuál ha sido la actuación de la empresa pública? ¿Ha visitado la 
planta? ¿Ha hecho controles? ¿Ha comunicado a la concesionaria algún plan de acción o 
de inversión, alguna observación sobre el funcionamiento o la necesidad de inversión en 
el equipamiento? También queremos saber si la empresa ha informado al ente público la 
situación de la operación de la planta en general. 

SEÑOR BAROFFIO (Alberto).- Estamos de acuerdo con el señor diputado Coitiño 
con respecto a que no es posible prever lo imposible, y hay que trabajar en todas las 
acciones que se puedan realizar para que las condiciones de seguridad sean las mejores. 

En nuestra exposición inicial es relevante tener en cuenta no solo la posición de la 
empresa, sino dónde se legitima o en qué se funda la posición que la empresa comentó. 
Por supuesto, contamos con la evaluación interna de los técnicos de la empresa que 
vienen trabajando desde hace años y han participado en la investigación de los incidentes 
y en tareas de mantenimiento. Pero también coincidimos con el informe que emitió una 
empresa técnica independiente -que no fue solicitado por Riogás, sino por Gasur-, que 
arribaba a las mismas conclusiones que Riogás en sus investigaciones internas. 

Sin lugar a dudas, puede haber posiciones diversas en cuanto a si las medidas de 
seguridad que existen son mejorables, pero entendemos que la opinión de los expertos 
en la materia es muy relevante, sin perjuicio de continuar trabajando y tomar las 
preocupaciones que tengan los empleados. Por eso, Riogás a nivel interno, entre otras 
medidas, ha formado una comisión bipartita de seguridad y los delegados de los 
trabajadores tienen treinta horas mensuales pagas adicionales -por más que no hay 
norma que lo obligue, la empresa las paga- para que se capaciten. 

Existe un ámbito en la empresa donde se discuten temas de seguridad. El 
relacionamiento con el sindicato y con la comisión de seguridad e higiene es semanal y 
diario. Hay muchísimos canales de comunicaciones con el gerente, los jefes de planta y 
de mantenimiento. Hay representantes de la empresa en la comisión bipartita. La 
comunicación con el técnico prevencionista es de ida y vuelta. Como todo ámbito, tiene 
momentos en los cuales funciona de mejor manera y otros en los cuales se puede sentir 
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cierta demora o frustración en cuanto a algún planteo que se haga y se sienta que no 
corresponde, pero siempre, en todos los casos, se funda qué se hace y por qué, y 
siempre se informa a los delegados de los trabajadores. 

Por supuesto que luego de cada uno de los incidentes se informó a URSEA, como 
corresponde. Después de cada incidente la planta se pone en funcionamiento con la 
validación de URSEA. También participó la Dirección Nacional de Bomberos en cada uno 
de los incidentes y en forma inmediata realizó un informe para que opere la planta. 
Adicionalmente, en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social existen expedientes 
asociados a estos incidentes y se están investigando. Los expedientes llevan su curso 
normal. 

Además, existen mesas de trabajo con el mencionado Ministerio y otros 
interlocutores, donde se están revisando estos temas, porque todos coincidimos en que 
las mejoras que se pueden realizar deben ser llevadas adelante. Por ejemplo, 
precisamente, ayer hubo una reunión en el Ministerio con el Inspector General del 
Trabajo por estos temas. 

Entonces, los representantes de los distintos actores estamos trabajando para que 
la situación siga mejorando. 

SEÑOR DELPIAZZO (Carlos).- Si tuviera que agregar una percepción personal, 
diría que ANCAP, en este momento, está en una posición reflexiva acerca del estatus 
actual de los contratos y su posible modificación, pero todo ello necesita ser acordado por 
todas las otras partes, porque los plazos de los contratos -si la memoria no me falla- son 
hasta 2023, tanto el celebrado con Gasur como los contratos que Gasur tiene con 
DUCSA, Acodike y Riogás. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho la presencia y la información muy útil 
para la Comisión. Vamos a seguir trabajando en la línea que los distintos legisladores 
plantearon, porque esta es una temática que hace a esta Comisión y, además, 
permanentemente estamos recibiendo situaciones vinculadas a este tema. 

SEÑOR DELPIAZZO (Carlos).- En el nombre de ambos y de la empresa a la que 
asesoramos, también quedamos a disposición. 

(Se retiran de sala los representantes de Riogás S.A.) 

(Ingresan a sala representantes de SUINAU) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida a la Delegación del Sindicato Único 
del Inau- INISA (SUINAU), integrada por su vicepresidente, el señor Carlos Salaberry, las 
señoras Mirta Duthill y Margarita Sueiro, y los señores Angel Amestoy y Juan Quevedo. 

Han solicitado ser recibidos para plantear un tema referido a la tercerización de 
servicios en las instituciones que representan. 

SEÑOR AMESTOY (Ángel).- Agradecemos que nos hayan recibido. 

El motivo de la solicitud de conversar con esta Comisión es la preocupación que 
tenemos como organización sindical por las tercerizaciones tanto en INAU como en 
INISA. Al respecto, hemos tenido varias reuniones con las administraciones de ambos 
organismos en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Hemos presentado denuncias 
ante la Inspección e intentado encontrar una solución en los ámbitos bipartitos y 
tripartitos, pero la situación general de incumplimiento se mantiene en las distintas 
empresas privadas que se contratan, producto de licitaciones, para servicios no 
personales, y lo terminan pagando los trabajadores y el propio Estado. 

Si bien a nivel parlamentario se han aprobado herramientas para que el Estado 
pueda controlar a las empresas que contrata, en la práctica se mantiene la situación de 
incumplimiento en forma permanente. En definitiva, los trabajadores no cobran en tiempo 
y forma, se terminan haciendo juicios y el Estado es el que paga, producto de la Ley 
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N* 18.099 y su interpretativa, la Ley N* 18.251. Sin duda, se trata de una herramienta que 
tiene la intención de favorecer a los trabajadores en relación con sus créditos, termina 
siendo la excusa que tienen los empresarios para evadir sus responsabilidades y permitir 
que el Estado, como solidario o subsidiario -según el caso-, termine abonando lo que no 
paga el privado. 

Nos preocupa que, además de estas situaciones que atentan contra los derechos de 
los trabajadores, el Estado termine pagando por un servicio mucho más dinero que si 
contratara directamente a los funcionarios. Inclusive, puede pagar dos veces, porque el 
empresariado a nivel general -vamos a dejar una carpeta de relación, que es una foto de 
la situación de distintas empresas a lo largo y ancho del país- termina evadiendo sus 
responsabilidades en contra del Estado. Esa es la situación general a nivel país. 

En el día de ayer, por ejemplo, tuvimos una instancia frustrada: una tripartita en la 
Dirección Nacional de Trabajo en el marco de la negociación colectiva con una empresa 
que ha sido un símbolo y creo que a los señores diputados no les resulta ajeno el nombre 
San Jorge. La situación es compleja en INAU, INISA, ASSE, Hospital Policial, Secundaria 
y demás organismos públicos. En el día de ayer fuimos citados por la subdirectora 
Nacional de Trabajo, la señora Cristina Fernández, pero la empresa decidió no 
presentarse y no reconocer la libertad sindical de los trabajadores afiliados al SUINAU, 
frustrando nuestra legislación, nuestro marco jurídico y atentando contra la libertad 
sindical, los convenios firmados como país y la legislación en materia de autonomía 
sindical en cuanto a que los trabajadores eligen el sindicato que les parece más oportuno. 
Aun desconociendo todo eso, esta empresa sigue siendo proveedora del Estado, sigue 
teniendo posibilidades de presentarse a licitaciones y, en definitiva, mañana o pasado un 
organismo u otro podrá seguir pagando por sus incumplimientos. A su vez, los 
trabajadores quedan pendientes de juicios engorrosos, además de la inestabilidad 
laboral. 

En conclusión, nos preocupa la tercerización en sí, porque hemos visto que a pesar 
de los avances logrados en el Parlamento, el Estado hace controles, pero en lo efectivo 
resulta que las empresas logran evadirlos todos. 

Las dos compañeras que integran la delegación son afiliadas al sindicato y 
delegadas de cada una de las empresas, tanto de Cooperativa Redes, en INAU, como de 
San Jorge, que prácticamente está en todo INISA. Más allá de las anécdotas, la situación 
es esa: incumplimiento en la oportunidad de pagos; violación de los convenios colectivos 
de trabajo; incumplimiento de la normativa general, incluso, en cuanto a licencias, salario 
vacacional, aguinaldos, etcétera. 

Y se van sumando los adeudos durante los períodos de licitación, y llega un 
momento, cuando las licitaciones finalizan, en que termina pagando el Estado, como 
subsidiario o solidario, por no haber hecho cumplir la normativa en su tiempo. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Nos resultaría conveniente que el informe también sea 
enviado por correo electrónico. 

SEÑOR AMESTOY (Ángel).- Así lo haremos. 

SEÑOR COITIÑO (Carlos).- Sin perjuicio de que, probablemente, en el informe que 
ustedes entregaron vengan algunos datos, me gustaría que quedaran sentados en la 
versión taquigráfica, por lo cual voy a hacer algunas preguntas. ¿Serían dos empresas 
globalmente a nivel de INAU e INISA? 

SEÑOR AMESTOY (Ángel).- No, son muchas empresas. A nivel departamental 
cada jefatura hace sus propias licitaciones. Por ejemplo, en el departamento de Durazno 
acaba de dar quiebra una empresa, no pagó a los trabajadores, quedaron pendientes los 
adeudos, ahora se vienen los juicios contra INAU, se contrata a otra. Son muchas 
empresas. Señalamos estas dos como grandes, importantes. 
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SEÑOR COITIÑO (Carlos).- ¿Cuál es la cantidad de trabajadores vinculados con 
esas empresas? 

SEÑOR AMESTOY (Ángel).- En San Jorge son más de setenta trabajadores. En 
Cooperativa Redes son un poco menos. En total, hasta la fecha tenemos relevados unos 
cuatrocientos trabajadores a nivel INAU- INISA. 

SEÑOR COITIÑO (Carlos).- ¿Todos en régimen de tercerización? 

SEÑOR AMESTOY (Ángel).- Sí, en distintas empresas. 

SEÑOR COITIÑO (Carlos).- Me pareció haber oído en el informe del señor 
Amestoy, que se hablaba de cifras globales. No sé a qué se referían, si eran solo las de 
INAU- INISA o tercerizaciones en general. 

SEÑOR AMESTOY (Ángel).- Con las tercerizaciones en general hemos tenido 
inconvenientes, se le han tenido que hacer juicios al Estado y demás, en varias 
oportunidades. Particularmente, con estas dos que planteamos hay incumplimientos de 
todo tipo y color. 

SEÑOR COITIÑO (Carlos).- Quiero hacer un comentario. El tema de las 
tercerizaciones es trascendente en cuanto a la cantidad de trabajadores que vinculan. Por 
lo menos, algunas informaciones nos están hablando de tercerizaciones del Estado que 
incorporan a unos ciento veinte mil trabajadores y de que tercerizaciones de empresas 
privadas rondarían un orden de ochenta mil personas. Estamos hablando de un problema 
global, no específico de la actividad a la cual ustedes representan. Simplemente, 
queremos decir que en esta Comisión hay un proyecto de carácter global, cuya discusión 
todavía no se ha iniciado, y sería trascendente estar vinculados con ustedes, a quienes 
les preocupa el tema, a los efectos de llegar, si hubiera en algún momento una conclusión 
parlamentaria, a una ley que permitiera avanzar más allá de las que ya tenemos. 

Quizás, en algún momento, se les puede hacer llegar el proyecto que ingresó a la 
Comisión, a los efectos de que ustedes aporten lo que consideren adecuado. 

SEÑOR PRESIDENTE.- El proyecto se distribuirá por parte de la secretaría y 
también adjuntaremos a la versión taquigráfica el documento que ustedes nos enviarán 
vía correo electrónico. 

SEÑOR SALABERRY (Carlos).- Es un tema preocupante el relativo a las 
tercerizaciones en general, pero en esta oportunidad pedimos la audiencia por la 
preocupación ante la conducta contumaz de estas empresas de incumplimiento y 
desconocimiento de los derechos de los trabajadores. No logramos hacer que las 
empresas descuenten por planilla la afiliación al sindicato, no logramos el reconocimiento 
del sindicato por parte de las empresas. Y, como dijo el compañero, no es un desajuste o 
una situación parcial en un departamento donde una empresa quebró, sino que es una 
política empresarial de incumplimiento que no solo tiene a los trabajadores de rehenes 
permanentemente, sino que le sale cara al Estado. Eso es lo central y lo que nos interesa 
plantear en la Comisión. Hay toda una regulación que, en teoría, protege, pero en la 
práctica el Estado vuelve a contratar a la misma empresa que incumplió y que le salió 
más cara, se vuelve a presentar en una licitación y la vuelve a ganar. Ese es un 
mecanismo que nos sorprende porque se supone que existen distintos registros, pero en 
las licitaciones no se tienen en cuentan los registros de que es una empresa 
incumplidora, por ejemplo, en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Entonces, 
estas mismas empresas -que no están pasando una situación delicada, sino que tienen 
una política sistemática de incumplimiento- cargan al Estado con una deuda y a los 
trabajadores permanentemente les están vulnerando los derechos, pagándoles siempre 
por debajo de lo que corresponde, no reconociéndoles derechos económicos ni 
sindicales. 
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Esa es nuestra preocupación central, más allá de la discusión del tema de la 
privatización en general, en la cual también estamos interesados. Pero una cosa sería la 
discusión de la tercerización con todas las empresas cumpliendo y otra es esto, porque 
estamos un escalón más abajo, es decir, además del eventual problema de la 
tercerización, tenemos una situación permanente de vulneración de los derechos de los 
trabajadores y parece que el Estado no reacciona, porque -repito- no es una situación 
circunstancial, sino una política sostenida en el tiempo por los mismos actores. 

SEÑOR QUEVEDO (Juan).- Quiero que quede constancia en la versión taquigráfica 
de la profunda preocupación de esta organización sindical por la existencia de 
compañeras que tienen el interés y el derecho que les conceden la Constitución y la Ley 
N? 17.940 de afiliarse a su sindicato -que es la herramienta que tenemos los trabajadores 
para defender nuestros derechos-, y este es vulnerado. Eso nos parece preocupante. 

Sabemos que, lamentablemente, sigue existiendo en algunos ámbitos la represión 
sindical, pero nos parece imprescindible que esas situaciones no sucedan. 

Por otra parte, los compañeros que me precedieron plantearon la preocupación 
sobre las tercerizaciones, sobre todo, en el Estado, que si bien es el que debe velar por 
los derechos de los trabajadores, estos son vulnerados sistemáticamente por las 
tercerizaciones tanto en INAU e INISA como en otros ámbitos del Estado. Por ejemplo, en 
INISA se pagan $3.100.000 por una empresa de limpieza que contrata a setenta 
trabajadores mensuales tercerizados. Eso implica, aproximadamente, $40.000 por 
trabajador, cargas sociales, etcétera. La pregunta que nos hacemos es si sería más caro 
en caso de que el Estado los contratara. Es necesario dar este debate, cuando sabemos 
que en el Estado hay más garantías desde todo punto de vista y no se está lucrando con 
el trabajo ajeno, porque si hacemos cuentas, de $40.000, las compañeras reciben 
$ 15.000, que es su salario mensual. Entonces, hay alguien que se la lleva. Y esto 
también es parte de la discusión que es necesario dar. 

SEÑOR COITIÑO (Carlos).- Solicito que se convoque a los Directorios de INAU y 
de INISA. 

SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. Hacemos suya la propuesta, diputado Coitiño. 

Muchas gracias por su comparecencia. 

(Se retiran de sala los representantes del Sindicato Único Nacional del INAU- INISA, 
SUINAU) 

(Ingresa a sala una delegación integrada por representantes de FFOSE, de Aguas 
de la Costa y de la UGD) 

——-La Comisión da la bienvenida al presidente de FFOSE, señor Gustavo Ricci, al 
secretario general, señor Roberto Arias, y al secretario, señor Ramón Parra; a los 
señores Richard Arambillete y Marcelo Berruti, en representación de Aguas de la Costa; y 
al presidente de Afugad, el sindicato de la UGD en Maldonado, señor Eduardo Baliero. 

SEÑOR RICCI (Gustavo).- Agradecemos que nos hayan recibido tan prontamente 
ante la solicitud que hemos realizado. Estamos atravesando una situación particular para 
la que nos urge encontrar una solución. 

Como sabrán, al este del arroyo Maldonado los servicios de agua potable y 
saneamiento son explotados hace casi treinta años por una empresa que desde la 
reforma constitucional de 2004 tiene capitales mixtos, integrada, en un 60%, por capitales 
provenientes de OSE y, en un 40%, por capitales privados. Se maneja bajo el régimen 
jurídico laboral de derecho privado. Esa concesión de treinta años culmina el próximo 28 
de febrero. 

En la actualidad hay, aproximadamente, treinta trabajadores que desempeñan 
funciones, que mantienen el servicio de agua potable y saneamiento al este del arroyo 
Maldonado, y ante la culminación de esta concesión, hay una inseguridad laboral, porque 
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hasta ahora nadie ha dado respuesta sobre lo que va a pasar con ese servicio de agua 
potable y de saneamiento, con todo lo que implica, desde el turismo hasta la diaria de la 
gente que vive todo el año, y tampoco hemos encontrado respuestas sobre la situación 
laboral. 

Entonces, como el 28 de febrero está muy cerca y como, gracias a algunos 
contactos que hemos tenido con OSE, sabemos que es necesario aprobar una ley 
especial para contemplar estas situaciones, nos vemos urgidos y queremos pedirle a la 
Comisión de Legislación del Trabajo que interceda para encontrar una solución a la 
situación laboral de estos treinta trabajadores. 

SEÑOR ARAMBILLETE (Richard).- Estamos urgidos de que se nos dé una 
solución antes del 28 de febrero. Lo que tenemos hoy en día es la Ley N* 17.902, sobre 
UGD, que dice que OSE tomaría a todos aquellos empleados de las empresas 
concesionarias que hayan trabajado antes del 1% de junio de 2005. Ahí entrarían unos 
nueve compañeros, pero quedarían unos veinte sin trabajo. Por eso, habría que hacer 
una ley para solucionar la situación de los demás compañeros. 

Hemos tenido entrevistas con OSE. Ellos nos han dicho que están interesados en 
que sigamos trabajando, pero siempre y cuando se apruebe un proyecto de ley. 

Supuestamente, el 2 de agosto se presentó una iniciativa que contemplaba otras 
aristas, como la de los compañeros de la UGD y los empleados de Aguas de la Costa, 
pero los diputados del departamento de Maldonado no estaban de acuerdo con la parte 
de la UGD y dicho proyecto no prosperó. Ahora, supuestamente, hay un proyecto 
elaborado por la diputada Susana Pereyra y el diputado De los Santos, pero no sabemos 
en qué está. 

El 27 de noviembre, los funcionarios de Aguas de la Costa tuvimos una reunión con 
la bancada del Frente Amplio, quienes quedaron en moverse para tratar de solucionar 
nuestros problemas. No sabemos cómo siguió eso. 

SEÑOR BALIERO (Eduardo).- Venimos aquí, gracias a la invitación también de los 
compañeros de FFOSE, para apoyar a los compañeros de Aguas de la Costa y 
solidarizarnos con ellos. El próximo 28 de febrero van a quedar treinta familias sin trabajo, 
con todo lo que eso conlleva. Estamos acá apoyándolos para encontrar una salida, a fin 
de que sean incorporados a la plantilla de UGD y, en el futuro, a la de OSE, de acuerdo al 
proyecto de ley que se aprobó el 2 de agosto. 

Con respecto a que esto quedó trancado en Maldonado, es cierto. Estuvimos 
reunidos y ellos no trancaban la parte de Aguas de la Costa, ya que estaban de acuerdo 
con que todos los funcionarios fueran incorporados, sino que trancaban nuestro traspaso, 
porque la ley no era clara. 

Lo malo fue que metieron en el mismo paquete los dos temas: Aguas de la Costa y 
UGD. 

Hoy la FFOSE está acá para tratar de encontrar una salida antes del 15 de 
diciembre. 

SEÑOR BERRUTI (Marcelo).- Agradecemos a los compañeros de FFOSE y de la 
UGD que nos están apoyando y a ustedes por habernos recibido. 

La gente está muy preocupada porque se avecina la temporada, y nosotros tenemos 
trabajo hasta el 28 de febrero. Se vienen las fiestas y la cabeza de la gente no está donde 
tiene que estar. Estamos brindando un servicio esencial que requiere total atención y 
cuidado. Nos manejamos como empresa privada, por lo que estamos muy justos con la 
gente. No tenemos mucho margen para errores y en este servicio no puede haberlos. 
Estamos acostumbrados a no cometerlos pero tenemos la cabeza en otro lado. Por eso 
venimos a pedir su apoyo. Queremos solicitar que se agilice la aprobación del nuevo 
proyecto de ley para nuestro beneficio. 
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SEÑOR COITIÑO (Carlos).- Quiero dar tranquilidad. En el día de ayer ingresó a la 
sesión de Cámara un proyecto de ley que garantiza que los veintinueve trabajadores de 
Aguas de la Costa permanezcan en actividad y pasen a la UGD. No se toca el tema de 
UGD por razones políticas que no corresponde traerlas a esta instancia de la Comisión. 
Si quieren, podemos leer el proyecto que ingresó para su consideración. 

Dice así: "Artículo 1?.- Autorízase a la Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado (OSE) a contratar de acuerdo a las necesidades del servicio, a todo el personal 
técnico, administrativo obrero que al 28 de febrero del año 2018," -debería decir 2019, lo 
corregiremos en sala- "figure en la plantilla de personal, o mantuviera relación de 
dependencia directa bajo otras modalidades contractuales, de la empresa Aguas de la 
Costa Sociedad Anónima. A los contratos que se realicen en el marco del presente 
artículo se les aplicarán las disposiciones previstas en los artículos 30, 32 a 41 de la Ley 
N?* 17.556," -es la que regula la relación con UGD- "de 18 de setiembre de 2002, 
entendiéndose como una continuidad de las relaciones laborales contraídas con Aguas 
de la Costa S.A., manteniéndose los salarios nominales y antigúedad laboral. El personal 
que no fuera contratado en la modalidad antes referida," -es decir, si alguno lo rechazara- 
"tendrá derecho al cobro de los rubros salariales indemnizatorios por egreso conforme la 
legislación vigente. Artículo 2*.- Finalizado el plazo de la concesión que detenta Aguas de 
la Costa S.A., la Unidad de Gestión Desconcentrada de la Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado (OSE) sustituirá de pleno derecho a la concesionaria en todos los 
contratos de prestación de servicios de agua y/o saneamiento". Esto tiene que ver con la 
desaparición de Aguas de la Costa. "Artículo 3*.- La Administración de las Obras 
Sanitarias del Estado podrá continuar las contrataciones de Aguas de la Costa S.A., no 
incluidas en el artículo anterior, hasta la finalización del plazo contractual y siempre que 
las considere necesarias para cumplir con el servicio que se asume”. 

Esperemos que se pueda aprobar en la sesión de hoy o, de lo contrario, en la de la 
próxima semana. 

SEÑOR AMARILLA (Gerardo).- Tengo una duda que es bueno plantearla frente a 
los invitados. A partir del 27 de octubre de 2018 ingresamos en el año electoral y la 
Constitución de la República establece la prohibición específica de ingresos a la función 
pública y aumentar gastos. Por eso la rendición de cuentas, los gastos públicos y la 
aprobación de leyes en ese sentido se dio antes del 27 de octubre. Sin perjuicio de que la 
propuesta puede ingresar a estudio de la Comisión, realmente dudo de que pueda 
prosperar. 

SEÑOR RICCI (Gustavo).- Por lo que entendimos, de acuerdo a lo que acaba de 
leer el diputado Coitiño, la absorción no es por parte de la Administración Pública, sino de 
UGD, que se creó a través de una ley especial. No se establecería que ingresaran como 
funcionarios públicos, sino al régimen de trabajo de la Unidad de Gestión Desconcentrada 
de Maldonado. 

SEÑOR AMARILLA (Gerardo).- Para eso no se precisa ley. 

SEÑOR RICCI (Gustavo).- Desde nuestro punto de vista, sí precisa ley, porque la 
UGD fue creada por ley. No me quiero meter en el terreno de los legisladores, porque no 
lo soy ni pretendo. 

SEÑOR AMARILLA (Gerardo).- No quiero entrar en una discusión, pero no ya 
como legislador, sino como abogado, considero que si se trata de la absorción de una 
empresa privada por otra no precisa ley; tiene su presupuesto y puede disponer de él. Si 
se trata de un ingreso a la función pública se requiere ley, pero se estaría chocando de 
frente con lo que establece la Constitución, y no prosperaría. Es una apreciación a modo 
informativo. 


¿Os 


SEÑOR BALIERO (Eduardo).- La UGD no es pública ni privada. Está bajo el 
régimen de OSE y tenemos un contrato híbrido; no tenemos derechos de unos ni de 
otros. Además, tiene autonomía para contratar el personal necesario. 


Desde ese punto de vista, podría tener andamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado planteado el tema. Seguramente en estos días 
tendrán novedades acerca del tratamiento de dicho proyecto de ley. 


Les agradecemos su presencia. 
Se levanta la reunión. 


o 


Situación de empresas contratadas por INAU para la prestación de 
servicios. 


AGNETA S.A. fue adjudicataria hasta el 2017 a través de compra directa 
para suministrar servicios de peones prácticos y especializados en tareas 
varias (carga y descarga, mudanzas, etc.) a su vez esta empresa celebra un 
contrato (no sabemos si formal) con GALMOR SRL quien a través de una 
nueva tercerizada, “Sebastián Pereira Duarte” quien figura en BPS 
registrado como María Fernanda Rodríguez Reina, es quien finalmente 
contrata los trabajadores que prestan servicios a INAU., 


Actualmente los trabajadores son dependientes de la empresa Control 
Satelital y a la fecha no han cobrado sus liquidaciones de egreso, sin 
responder ni la adjudicataria original ni sus eventuales subsidiarias. 
Resulta claro que como contratante INAU es responsable solidario de las 
obligaciones de sus contratados. 


Control Satelital actualmente es la adjudicataria para brindar servicios de 
mano de obra, peones prácticos y especializados. En los contratos 
celebrados con el personal no están contemplados los incrementos 
previstos para el sector de actividad (grupo 19, sub grupo 02, ACTA MTSS 
del 15/01/18, clausula 4 .... Trabajadores provistos a empresas del sector 
público, establece un incremento nominal, vigencia enero junio 2018 del 
4.5%. 


SAN JORGE Fue adjudicataria hasta octubre del 2017 de servicios de 
limpieza, primero por licitación y los últimos meses a través de compra 
directa. A la fecha aún no ha abonado en su totalidad las liquidaciones de 
egreso a las funcionarias que actualmente revisten en REDES y RUNYMILL. 
Argumenta falta de pago de la administración, información que se 
contradice en parte con lo informado por INAU. En cualquier hipótesis lo 
concreto es que no ha cumplido con sus obligaciones como empleador y 
legalmente aún no se extingue el vínculo laboral. 


RUNYMILL S.A. Incumple el Convenio Colectivo del sector (grupo 19, sub 
grupo 07) al denegar el pago de adelantos entre el 20 y 25 de cada mes. 
Ante la consulta de las trabajadoras la respuesta ha sido que no lo harán. 
SUINAU ha contactado a la empresa, solicitando una reunión bipartita a 


TEA 


efectos de conversar estos temas y a la fecha ha resultado infructuoso. 
Tampoco cumple con la oportunidad de pago, ya que desconoce la ley al 
efectuar los pagos el 10 de cada mes. 


REDES _ La cooperativa que actualmente nuclea el mayor número de 
auxiliares de servicio en. los centros y oficinas de Montevideo, ha 
incumplido en forma permanente con sus obligaciones como patronal. 
Atrasos en los pagos, incumplimientos en la provisión de insumos, en 
personal específico para tareas puntuales (vidrios y trabajo en. altura) 
celebración de contratos que en sus cláusulas son violatorios de - la 
normativa vigente, despido de las trabajadoras sindicalizadas (hasta ahora 
todos revertidos ante el MTSS), incumplimiento de los acuerdos firmados 
en DINATRA, ninguna voluntad de diálogo, faltando a las audiencias fijadas 
por el MTSS y a las bipartitas acordadas en ese ámbito. Actualmente dejó 
planteado ante DINATRA que ha resuelto despedir trabajadoras, faltando 
luego a la audiencia de conciliación. Es necesario señalar que las 
trabajadoras están en INAU desde la empresa anterior y hay casos con 
más de 10 años en la institución. Nunca fue considerado el despido de las 
mismas por las empresas ni por solicitud de INAU. Lo único novedoso 
resulta la afiliación sindical de las trabajadoras a SUINAU. 


PRO GUARDIAN Empresa de Río Negro que brinda servicios de limpieza en 
el departamento de Artigas. incumple con la oportunidad de pago, 
realizando los mismos el 10 o más allá. A la fecha mantiene adeudos por 
no pago de aguinaldo segundo semestre 2017 a una trabajadora y no pago 
de salario vacacional en otras dos. Desde SUINAU Artigas se ha intentado 
comunicarse con el empresario al igual que lo han hecho las trabajadoras 
y no se ha obtenido respuesta, 


JUAN FRANQUEZ Surgió un conflicto ya solucionado en MTSS, que da 
cuenta del comportamiento que varias tercerizadas tienen con su personal 
y la negligencia para cumplir con el cometido para el cual fueron 
contratadas. Ante el reclamo de INAU y de las trabajadoras al empresario 
por no cumplir con la entrega de los insumos, este resuelve despedir-a las 
mismas. Hoy fueron reintegradas con fecha 1 de febrero, pero queda 
pendiente otros incumplimientos relativos a situaciones contractuales y 
de salud y seguridad laboral. 


cs 


Consideraciones generales. 


De acuerdo al decreto 475/05, que recoge especialmente el convenio OIT 
94, ratificado por nuestro país, en sus artículos 2, 3 y 4; la ley general 
sobre 'tercerizaciones 18099 y su interpretativa 18251, entendemos 
necesario avanzar junto a la administración en los recaudos legales 
necesarios a efectos de cumplir con toda la normativa vigente, que 
garantice a los trabajadores sub contratados por INAU el goce de sus 
derechos y a su vez obligue en forma efectiva a los contratistas cumplir 
con sus obligaciones patronales. 


Las normas legales, la jurisprudencia en la materia y la doctrina 
mayoritaria son contestes en la responsabilidad solidaria del Estado como 
tercerizador de servicios. De los múltiples casos en la administración 
central, empresas públicas, intendencias, que se han dilucidado ante la 
justicia, siempre se concluye que es el Estado quien se hace responsable 
por los créditos laborales y otras indemnizaciones que originalmente 
corresponden a la contratada. Para evitar estas situaciones y garantizar el 
efectivo goce de todos los derechos laborales de quienes trabajan en INAU 
con independencia de su vínculo contractual o régimen legal específico, 
proponemos un ámbito  bipartito . permanente que 'monitoree las 
situaciones emergentes y prevea en futuras contrataciones las 
condiciones necesarias y las sanciones ante los posibles incumplimientos 
que deban cumplir los proveedores. 
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SINDICATO UNICO DE TRABAJADORES DEL INAU Y DEL INISA 


SINDICATO UNICO DE TRABAJADORES DEL INAU Y DEL INISA. 


COoOFE PIT-2NT 


Montevideo, 26 de junio del 2018. 
Sres. de Empresa San Jorge 


Presente 


Por este medio SUINAU, en representación de las y los trabajadores afiliados a nuestro 
sindicato, deja expresa constancia que ante vuestra imprudente insistencia a no reconocer la 
autonomía sindical, no respetar el marco legal que regula las relaciones de trabajo, vuestro 
desconocimiento al ámbito bipartito y tripartito ante el MTSS, las permanentes violaciones al 
propio pliego de licitación que los relaciona con INAU e INISA, tomaremos todas las medidas 
administrativas y legales de denuncia ante los organismos correspondientes más tomar las 
medidas sindicales que se estimen oportunas. 
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a 
Montevideo, 5 de julio del 2018 


Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Inspección General de Trabajo y Seguridad Social 
Sr. Inspector General Gerardo Rey 


Presente 


Por este medio SUINAU, (Sindicato único de los Institutos de la Niñez y Adolescencia del Uruguay), filial 
COFE PIT CNT, denuncia ante la Inspección General del trabajo a la empresa San Jorge, razón social Jorge Rebollo, RUT 
212573420013, la cual gira en el ramo de servicios de limpieza, grupo 19-07, por no reconocer la organización sindical y 
ejercer represión de sus trabajadores por motivos sindicales. 


La misma se vincula a los organismos a través de la Licitación Pública 1/2017 que contrata servicios de limpieza en 
“mbas instituciones. 


Los trabajadores se afiliaron a nuestra organización desde febrero del presente. Esto fue comunicado oportunamente a 
la empresa y a ambas instituciones. Sin embargo hasta la fecha la empresa se ha negado a la voluntad de sus 
trabajadores, no reconociendo a la organización sindical, 


Como es de conocimiento, en nuestro país, con base en lo dispuesto por el Convenio de OIT. Nro, 87, rige el principio de 
la más amplia libertad sindical, que incluye entre-otros, el derecho del trabajador a la constitución y afiliación a la 
organización sindical de su elección, es decir aquella que a su juicio mejor represente sus intereses, Por otra parte, la 
Libertad Sindical ha sido unánimemente considerada como un Derecho Humano Fundamental. 


Se han intentado reiteradamente instancias bipartitas, negándose la empresa a concurrir a las mismas. Se solicitó 
audiencia ante DINATRA, a la cual compareció además de SUINAU las autoridades de INISA y lá empresa se excusó de ir 
aduciendo que no reconocía al sindicato, es decir pretendiendo imponer el criterio de hacer depender su concurrencia a 
las instancias bipartitas según donde se afilien los trabajadores, lo cual constituye una flagrante violación del derecho a 
la autonomía sindical, lo que debe ser objeto de análisis y sanción por parte de esta Inspección. 


Cabe señalar finalmente que a pesar de no reconocer la organización de trabajadores, viene aplicando una política de 
persecución sindical que se expresa en sanciones injustificadas a los delegados sindicales, amenazas, prohibiciones de 
diálogo con los delegados de SUINAU, traslados que afectan las condiciones de trabajo, no convocatoria del personal 
afiliado y contratación en su lugar de personal nuevo. 


Por lo expresado SUINAU denuncia ante la Inspección General a la empresa de limpieza San Jorge por las graves 
violaciones a la libertad sindical, y señala que esta conducta es generalizada en otros organismos estatales donde presta 
servicios. Por ser además una empresa registrada en RUPE, elevamos la presente a efectos se tomen las medidas legales 
que la Inspección estime oportuno. 

Quedamos a las órdenes por cualquier ampliación o aclaración que se considere. 
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SINDICATO UNICO DE TRABAJADORES DEL INAU Y DEL INISA 


SUINAU 


SINDICATO UNICO DE TRABAJADORES DEL INAU Y DEL INISA. 


CcOFE PIT-SaNT 
Montevideo, 09 de julio del 2018 


Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Inspección General de Trabajo y Seguridad Social 
Sr. Inspector General Gerardo Rey 


Presente 


Por este medio SUINAU, (Sindicato único de los Institutos de la Niñez y Adolescencia del Uruguay), 
filial COFE PIT CNT, denuncia ante la Inspección General del trabajo a la empresa San Jorge, razón social Jorge 
Rebollo, RUT 212573420013, la cual gira en el ramo de servicios de limpieza, grupo 19-07, por no reconocer la 
organización sindical y ejercer represión de sus trabajadores por motivos sindicales. 


La misma se vincula a los organismos a través de la Licitación Pública 1/2017 que contrata servicios de limpieza en 
ambas instituciones. 


Los trabajadores se afiliaron a nuestra organización desde febrero del presente. Esto fue comunicado 
oportunamente a la empresa y a ambas instituciones. Sin embargo hasta la fecha la empresa se ha negado a la 
voluntad de sus trabajadores, no reconociendo a la organización sindical. 


Como es de conocimiento, en nuestro país, con base en lo dispuesto por el Convenio de OIT. Nro. 87, rige el principio 
de la más amplia libertad sindical, que incluye entre otros, el derecho del trabajador a la constitución y afiliación a la 
- organización sindical de su elección, es decir aquella que a su juicio mejor represente sus intereses. Por otra parte, la 
Libertad Sindical ha sido unánimemente considerada como un Derecho Humano Fundamental, 


Se han intentado reiteradamente instancias bipartitas, negándose la empresa a concurrir a las mismas. Se solicitó 
audiencia ante DINATRA, a la cual compareció además de SUINAU las autoridades de INISA y la empresa se excusó 
de ir aduciendo que no reconocía al sindicato, es decir pretendiendo imponer el criterio de hacer depender su 
concurrencia a las instancias bipartitas según donde se afilien los trabajadores, lo cual constituye una flagrante 
violación del derecho a la autonomía sindical, lo que debe ser objeto de análisis y sanción por parte de esta 
inspección. — ' 


Cabe señalar finalmente que a pesar de no reconocer la organización de trabajadores, viene aplicando una política 
de persecución sindical que se expresa en sanciones injustificadas a los delegados sindicales, amenazas, 
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SINDICATO UNICO DE TRABAJADORES DEL INAU Y DEL INISA 


SINDICATO UNICO DE TRABAJADORES DEL INAU Y DEL INISA 


COFE PIT-ONT 


prohibiciones de diálogo con los delegados de SUINAU, traslados que afectan las condiciones de trabajo, no 
convocatoria del personal afiliado y contratación en su lugar de personal nuevo. 


Por lo expresado SUINAU denuncia ante la Inspección General a la empresa de limpieza San Jorge por las graves 
violaciones a la libertad sindical, y señala que esta conducta es generalizada en otros organismos estatales donde 
presta servicios, Par ser además una empresa registrada en RUPE, elevamos la presente a efectos se tomen las 
medidas legales que la Inspección estime oportuno. 

Quedamos a las órdenes por cualquier ampliación o aclaración que se considere. 


Ángel Amestoy 
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Montevideo, 7 de agosto del 2018 


INISA 


Dirección de Servicios Generales 


Presente 


Por este medio SUINAU pone en vuestro conocimiento un nuevo incumplimiento de 
la empresa contratada San Jorge. 


La situación de la ilegalidad de los pagos de licencias y salario vacacional que ya 
fuera puesta en vuestro conocimiento en bipartitas, se continúa por parte de la mencionada. 


Las trabajadoras Lujan Francisco y Nancy García saldrán de licencia el próximo:10 
de agosto y la empresa ha establecido que abonará los créditos en dos veces. 


Entiende este sindicato que en el marco de Licitación que la vincula al organismo y 
además como normativa laboral general, existe una violación a la ley 12590 que expresa con 
claridad que la licencia debe abonarse antes del goce efectivo de la misma por tratarse de 
trabajadores jornaleros y sobre el salario vacacional no puede existir dudas sobre lo expresado 
en la ley 16101 y sus decretos reglamentarios de 1989 y el 2000. 


Cabe agregar que fueron hechas las denuncias en la Inspección General del 
Trabajo. 


Ángel Amestoy 


Responsable de Tercerización 
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DIRECCIÓN NACIONAL DE TRABAJO 
DIVISIÓN NEGOCIACIÓN COLECTIVA a 


de 2018 


a 
Montevideo, * 


Señores representantes de la empresa: 
Dirección: 

Tele-fax: E 
email: É E 


PRESENTE 


Por este medio convocamos a ustedes a asistir a la reunión e celebrarse en el 
despacho de esta Dirección, 25 de Mayo 737 primer/segundo piso, en tre Juncal y Ciudadela. 
Dicha reunión se realizará el día Ab 5 a la hora_£ -_siendo 
el profesional actuante el/la 


me 


Referente asunto: 


Saluda a ustedes atentamente: 


Por DI.NA.TRA 


GRUPO N.": E 
División Negociación Colectiva 
ADVERTENCIA ALAS EMPRESAS 
La Dirección Nacional! de Trabajo pone en conocimiento 
de las empresas que, de acuerdo con el Art. 84 de la Ley 
16.002 de 25 de noviembre de 1988, que modifica el Art. 2 del 
Decreto-Ley 14,911 de 25 de julio de 1979, la falta de comparecencia 
en tiempo y forma a la citación que realice cualquiera de tos servicios 
dependientes de la Dirección Nacional de Trabajo, será sancionado 
con una multa equivalente al importe de uno a treinta jornales 
mínimos nacionales por cada trabajador involucrado, duplicándose en 
caso de reincidencia. La multa deberá graduarse en función de la 
entidad del asunto y de la capacidad económica de la empresa y su mento, 
asÍ determinado se convertirá a Unidades Reajustables. 
Dirección Nacional de Trabajo -- Dep. Relaciones Públicas 


